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SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA: San Salvador, a las quince horas doce minutos del día dieciocho de enero de dos mil 

dieciséis. 

El presente proceso contencioso administrativo ha sido promovido por el Instituto 

Nacional de Pensiones de los Empleados Públicos (INPEP), por medio de su apoderada general 

judicial y administrativa, licenciada Yanira Guadalupe Escobar Alfaro, contra el Tribunal 

Sancionador de la Defensoría del Consumidor, por la emisión de los siguientes actos 

administrativos: 

a. Resolución de las diez horas cincuenta minutos del ocho de febrero de dos mil diez, 

mediante la cual el Tribunal Sancionador de la Defensoría del Consumidor sancionó al Instituto 

Nacional de Pensiones de los Empleados Públicos, con una multa de cuatrocientos dólares de los 

Estados Unidos de América ($400.00), equivalentes a tres mil quinientos colones (¢3,500.00), 

por el sometimiento de la infracción prevista en el artículo 44 letra e), en relación con el artículo 

18 letra c), ambos de la Ley de Protección al Consumidor; acto administrativo objeto de 

aclaración por medio de la resolución de las ocho hora] cincuenta y cinco minutos del veintitrés 

de abril de dos mil diez. 

b. Resolución de las ocho horas cincuenta y cinco minutos del veinticinco de mayo de 

dos mil diez, mediante la cual el Tribunal Sancionador de la Defensoría del Consumidor declaró 

sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto contra el acto administrativo relacionado en la letra 

anterior. 

Han intervenido en el proceso: el Instituto Nacional de Pensiones de los Empleados 

Públicos (INPEP), por medio de su apoderada judicial, licenciada Yanira Guadalupe Escobar 

Alfaro, como parte actora; el Tribunal Sancionador de la Defensoría del Consumidor, como parte 

demandada; y el licenciado Herber Ernesto Montoya Salazar, en carácter de agente auxiliar y 

delegado del Fiscal General de la República. 

LEÍDOS LOS AUTOS Y CONSIDERANDO: 

I. La parte demandante expresó que, el día dieciséis de octubre de mil novecientos 

ochenta, concedió un préstamo personal a la señora Rosa Evelina S. “(...) por un monto de 

QUINIENTOS SESENTA COLONES, pagaderos por un plazo de cuarenta y ocho meses, cuotas 



por un valor de CATORCE COLONES CON CUARENTA Y TRES CENTAVOS DE COLÓN, 

correspondiente al período comprendido desde el mes de noviembre de 1980 hasta el mes de 

octubre de 1984, constituyéndose como fiador el señor Arnoldo Jesús M. G. (sic)” (folio 41 

frente). 

El día doce de mayo de dos mil nueve, la Jefe de Sección Control de Préstamos del 

INPEP, remitió orden de descuento a la Pagadora General de tal institución, para que de la 

pensión que devenga el señor Arnoldo Jesús M. G. se retuvieran seis cuotas, por un monto de 

catorce dólares de los Estados Unidos de América con cuarenta y tres centavos de dólar ($14.43), 

equivalentes a ciento veintiséis colones con veintiséis centavos de colón (¢126.26), por tener la 

calidad de fiador de la señora Rosa Evelina S. de M., al encontrarse esta última en mora, según 

préstamo personal número […]. 

La parte actora manifestó que a las quince horas dos minutos del veintitrés de septiembre 

de dos mil nueve, se interpuso denuncia ante el Tribunal Sancionador de la Defensoría del 

Consumidor —en adelante TSDC—, conforme con los artículos 44 letra e) y 18 letra c) de la Ley 

de Protección al Consumidor —en adelante LPC—, por supuestos cobros indebidos. 

Consecuentemente, el TSDC sancionó al INPEP con una multa de cuatrocientos dólares 

de los Estados Unidos de América ($400.00), equivalentes a tres mil quinientos colones 

(¢3,500.00), por la realización de supuestos cobros indebidos. 

El INPEP interpuso un recurso de aclaración sobre el contenido de dicho acto sancionador 

y, posteriormente, estando inconforme con lo resuelto por el TSDC, interpuso un recurso de 

revocatoria contra el acto sancionador originario, mismo que fue declarado sin lugar. 

II. La parte actora expuso que las resoluciones impugnadas vulneran los artículos 2, 15 y 

172 inciso 1° de la Constitución, 3 literal a) de la LPC y 2232 del Código Civil. 

La institución demandante estima que dichos preceptos han sido vulnerados pues la 

autoridad demandada “(...) ha impuesto una sanción sobre la base del supuesto de la 

prescripción de la deuda, sin tomar en cuenta que dicha figura legal es de índole procesal y 

únicamente puede ser alegada y declarada ante el ente judicial” (folio 4 vuelto). 

El INPEP afirma que la prescripción es un instituto eminentemente procesal, el cual debe 

de ser alegado por la persona que deba beneficiarse de la misma ante el Juez competente; no 

obstante, en el presente caso, “(...) el Tribunal Sancionador declara la prescripción, siendo ésta 

una autoridad administrativa, violentando las garantías y derechos [alegados]” (folio 42 frente). 



III. Por medio del auto de las catorce horas del cinco de octubre de dos mil once (folios 

43 y 44), se admitió la demanda contra el TSDC, se requirió del mismo el primer informe de ley, 

la remisión del expediente administrativo del caso y, además, se declaró sin lugar la suspensión 

cautelar de los efectos de los actos administrativos impugnados. 

En el primer informe, la autoridad demandada expresó que pronunció las resoluciones 

administrativas controvertidas; asimismo, remitió el expediente administrativo del caso. 

Posteriormente, en el auto de las catorce horas cuarenta y ocho minutos del veintitrés de 

diciembre de dos mil once (folio 48), se requirió de la autoridad demandada el informe 

justificativo de legalidad de la actuación impugnada y se notificó la existencia del proceso al 

Fiscal General de la República. 

Al rendir el segundo informe requerido, el TSDC expuso, en síntesis, lo siguiente: 

Que el artículo 18 letra c) de la LPC prohíbe expresamente la práctica abusiva de efectuar 

cargos directos a cuenta de bienes o servicios que no han sido previamente autorizados o 

solicitados por el consumidor. Lo que constituye una protección especifica contra las 

denominadas prácticas abusivas, entendidas como aquellas actuaciones del proveedor, que 

colocan al consumidor en una situación de desventaja, desigualdad o que anulan sus derechos. 

Dicha práctica se encuentra tipificada como infracción en el artículo 44 letra e) de la LPC. 

Para la configuración del cobro indebido como conducta constitutiva de infracción, no se 

exige, entre sus elementos tipo, que el cobro en mención se haya concretado, en el sentido que el 

consumidor haya pagado la suma cobrada indebidamente, sino mas bien ésta se perfila cuando el 

proveedor realiza un cobro contrario a la ley, que como tal, se califica como indebido. 

Con la prueba aportada en el procedimiento administrativo, se comprobó que el INPEP 

hizo del conocimiento a la señora S. el estado de morosidad que poseía —nota de fecha trece de 

mayo de dos mil nueve— en virtud del préstamo personal número […]. Por otra parte, por medio 

del estado de cuenta agregado al procedimiento administrativo se estableció que el último abono 

realizado a la mencionada cuenta se encuentra reflejado en el mes de noviembre de mil 

novecientos ochenta y siete. 

Lo anterior evidencia que transcurrieron veintidós años, desde mil novecientos ochenta y 

siete al dos mil nueve, para que el INPEP efectuara el cobro de una deuda cuyo plazo venció en 

octubre de mil novecientos ochenta y cuatro; habiéndose realizado el último abono en noviembre 

de mil novecientos ochenta y siete, ello, sin que el INPEP ejerciera su derecho de acción para 



obtener el pago total de la misma. 

De ahí que el cobro efectuado por el INPEP, sobre la pensión del señor Arnoldo Jesús M. 

G., por la cantidad ochenta y dos dólares de los Estados Unidos de América con veintitrés 

centavos de dólar, sin haber sido autorizado ni solicitado previamente por la consumidora, 

constituye una práctica abusiva en los términos señalados en el artículo 18 letra c) de la LPC. 

A partir de lo expuesto en los párrafos precedentes el TSDC concluyó que, habiéndose 

motivado los actos administrativos impugnados dentro del marco legal que rige su actividad 

sancionadora, los mismos son legales. 

IV. Por medio del auto de las catorce horas nueve minutos del veinticuatro de agosto de 

dos mil doce (folio 58), se dio intervención al licenciado Herber Ernesto Montoya Salazar, en el 

carácter de agente auxiliar y delegado del Fiscal General de la República, y, además, se abrió a 

prueba el proceso por el plazo de ley. 

En esta etapa el TSDC reiteró los argumentos vertidos en su informe justificativo y 

estableció que estos podían ser verificados en el expediente administrativo del caso. 

Por su parte, el demandante no hizo uso del término de prueba. 

V. Posteriormente, se corrieron los traslados que ordena el artículo 28 de la Ley de la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

La parte actora reiteró los argumentos expuestos en la demanda y, además agrego que el 

TSDC sobrepasó sus funciones, cuando utilizo la figura procesal de la prescripción de deudas, 

intentando adecuar su acción legal de cobro al tipo establecido en el artículo 18 letra c) de la 

LPC, el cual en ningún momento establece que, luego de transcurrido cierto plazo, una deuda no 

puede ser cobrada. 

La autoridad demandada ratificó los argumentos vertidos en su informe justificativo y 

agregó que en los casos en que el consumidor reclamaba por supuestos cobros indebidos, 

alegando que la obligación de pago se había extinguido por el transcurso del tiempo, se 

constituían obligaciones naturales, por lo que el hecho de efectuar gestiones de cobro, era una 

acción que conminaba al pago de la obligación contraída, circunstancia que no era posible. 

De esa manera, la autoridad demandada estableció que el INPEP incumplió la prohibición 

prescrita en el artículo 18 letra c) de la LPC, al realizar la gestión de cobro cuestionada en el 

presente caso, cuando la obligación cuyo cumplimiento se pretendía había adquirido el carácter 

de natural, configurando tal acción una práctica abusiva. 



El auxiliar fiscal, por su parte, señaló que el TSDC actuó conforme a derecho ya que, 

según lo establecido en la resolución impugnada, a la fecha en que se interpuso la denuncia ante 

la Defensoría del Consumidor, la deuda cuyo pago fue exigido por el INPEP ya se encontraba 

prescrita y la obligación se perfilaba como natural. 

Asimismo, sostuvo que el artículo 18 letra c) de la LPC prohíbe al proveedor realizar 

prácticas abusivas y efectuar cobros indebidos, tales como cargos directos a cuenta de bienes o 

servicios que no hayan sido previamente autorizados o solicitados por el consumidor. 

De ahí que, para la representación fiscal, la actuación administrativa impugnada es legal. 

VI. Establecidas las posiciones jurídicas de las partes y la representación fiscal, esta Sala 

pasará a emitir el pronunciamiento sobre el fondo de la controversia. 

Esencialmente, el demandante asevera que los actos administrativos cuestionados son 

ilegales dado que la autoridad demandada impuso una sanción administrativa sobre la base de la 

prescripción de una deuda, sin tomar en cuenta que dicha categoría legal —prescripción— es de 

índole procesal y únicamente puede ser alegada y declarada por un ente judicial. 

Puesto en relieve el fundamento jurídico de la pretensión, la decisión de fondo sobre la 

controversia planteada requiere determinar si el INPEP se encontraba facultado para ejercer 

acciones de cobro contra la señora Rosa Evelina S., por la supuesta deuda contraída en octubre de 

mil novecientos ochenta, en la cual el señor Arnoldo Jesús M. G. figura como supuesto fiador. 

A. El artículo 1309 del Código Civil establece: “contrato es una convención en virtud de 

la cual una o más personas se obligan para con otra u otras, o recíprocamente a dar, hacer o no 

hacer algunas cosas”. 

El mutuo o préstamo de consumo, regulado en el artículo 1954 del Código Civil, es “(...) 

un contrato en que una de las partes entrega a la otra cierta cantidad de cosas fungibles con 

cargo de restituir otras tantas del mismo género y calidad”. A su vez, el artículo 1957 del 

Código Civil establece que “Si se ha prestado dinero, se debe la suma numérica enunciada en el 

contrato, ya sea en la especie de moneda convenida o en la suma equivalente de moneda de 

curso legal, en la relación de cambio establecida por la ley”. 

Ahora bien, según lo manifestado por el INPEP en la demanda y su escrito de aclaración, 

el día dieciséis de octubre de mil novecientos ochenta “(...) concedió Préstamo Personal a la 

señora Rosa Evelina S., por un monto de quinientos sesenta colones, pagaderos por un plazo de 

cuarenta y ocho meses, cuotas por un valor de catorce colones con cuarenta y tres centavos de 



colón, correspondiente al período comprendido desde el mes de noviembre de 1980 hasta el mes 

de octubre de 1984, constituyéndose como fiador el señor Arnoldo Jesús M. G. (folios 41 frente). 

Tal afirmación debe fundamentarse en medios de prueba idóneos que permitan establecer, 

sin lugar a dudas, los extremos de la deuda contractual, sus efectos y, además, sus parámetros de 

cumplimiento y exigibilidad. De tal forma, la Administración Pública debe proveer de certeza al 

administrado en cuanto a las obligaciones que haya de imputarle como pendientes de 

cumplimiento. Ello pasa por establecer, en el procedimiento administrativo pertinente y con un 

grado de certeza, primero, la existencia de la obligación, y, en segundo término, la existencia de 

su incumplimiento. 

En este punto debe precisarse que el INPEP afirmó en el procedimiento administrativo, 

además de la existencia de la deuda contraída a su favor por la señora Rosa Evelina S., la calidad 

de fiador del señor Arnoldo Jesús M. G.; sin embargo, el TSDC objetó, en dicho procedimiento, 

la prueba aportada para comprobar la existencia de la deuda contractual relacionada. 

Así, en la resolución de las diez horas cincuenta minutos del ocho de febrero de dos mil 

diez —primer acto impugnado—, el TSDC enfatizó lo siguiente: 

«De lo anterior, se desprende que la prueba aportada por el Instituto Nacional de 

Pensiones de los Empleados Públicos resulta ser incompleta y parcial, ya que, únicamente 

permite obtener una percepción fragmentada acerca de la situación crediticia de la señora Rosa 

Evelina S. (..) De esta manera, observamos que las pruebas son insuficientes para conocer el 

momento a partir del cual, surge el derecho del acreedor (...) de cobrar la deuda pendiente (...) 

ya que los elementos que se desprenden de la prueba aportada resultan ser exiguos y poco 

descriptivos (...) Ahora bien, respecto de la existencia de la deuda, la prueba aportada por el 

proveedor, es limitada, y no alcanza a definir como se fijó  la existencia del adeudo (...) Tal 

situación, aunado a la insuficiencia de las pruebas, impide que este Tribunal obtenga un cuadro 

completo de la existencia de la obligación de pago y, por ende, de la efectiva existencia de la 

deuda, por parte de la consumidora» (folio 50 vuelto y 51 frente y vuelto del expediente 

administrativo). 

Ahora bien, advertidas las posiciones de las partes respecto de la existencia de la supuesta 

deuda contraída por la señora Rosa Evelina S. —en la cual el señor Arnoldo Jesús M. G. figura 

como supuesto fiador—, esta Sala pasará a valorar los medios de prueba que fueron aportados en 

sede administrativa. 



Al examinar el expediente administrativo que recoge las actuaciones seguidas para emitir 

los actos impugnados, esta Sala advierte que el INPEP no aportó, ante la autoridad administrativa 

sancionadora —TSDC—, documentación idónea y contundente para establecer los siguientes 

extremos: (i) tener por establecido el contrato generador de la supuesta obligación de pago de la 

señora Rosa Evelina S., (ii) el estado de morosidad de tal persona y (iii) la calidad de fiador del 

señor Arnoldo Jesús M. G.; y, con ello, justificar su actuación. 

El INPEP no presentó el documento de mutuo con garantía personal, que es el medio 

idóneo para probar la obligación de pago de la señora Rosa Evelina S. De ahí que, los extremos 

de la supuesta deuda contractual, tales como la existencia de la obligación, el monto líquido al 

que la señora S. se obligó a pagar, el interés pactado, el plazo y la garantía ofrecida en el 

momento del otorgamiento del préstamo personal, no están establecidos. 

Si bien es cierto en el expediente administrativo corren agregados estados de cuenta a 

nombre de la señora Rosa Evelina S., los cuales fueron proporcionados por el INPEP, dichos 

documentos no constituyen prueba idónea para determinar la existencia de los extremos de la 

supuesta deuda contractual., Tales documentos —algunos en copia simple, otros certificados por 

notario, y otros, como los agregados a folios 25y 43, que no poseen la firma del funcionario 

emisor y responsable—, no constituyen medio de prueba concluyente para tal fin. 

Adicionalmente, en dichos estados de cuenta no consta relación de persona alguna que ostente la 

calidad de fiador de la deudora principal. 

En conclusión, los documentos en mención no constituyen prueba idónea de la existencia 

de una obligación contractual, ni de un estado de incumplimiento culpable. 

Por lo demás, los detalles de pago agregados a folios 26, 44 y 46 del expediente 

administrativo, hacen referencia a un comportamiento de pago de la señora Rosa Evelina S., 

concretamente, la realización de determinadas amortizaciones al crédito […], en algunos meses 

de los años mil novecientos ochenta y siete, mil novecientos noventa y dos, mil novecientos 

noventa y ocho, dos mil tres, dos mil ocho y dos mil nueve, sin embargo, estos datos adolecen de 

imprecisiones en cuanto a los extremos de la contratación, verbigracia, el mismo INPEP ha 

manifestado en su demanda que el préstamo personal celebrado con la señora Rosa Evelina S. fue 

otorgado por la cantidad de quinientos sesenta colones, no obstante, los estados de cuenta 

relacionados supra señalan como monto del crédito la cantidad de quinientos sesenta dólares, es 

decir, cuatro mil novecientos colones. 



Adicionalmente, dichos estados de cuenta no poseen un historial completo del 

comportamiento de pago de la señora S., por el contrario, las amortizaciones realizadas se 

exponen de forma fragmentaria, siendo imposible establecer, con tales datos y en la forma en 

que han sido expresados, los extremos específicos de la deuda contractual. 

Pues bien, la certeza de la deuda contractual, su estado de cumplimiento, la morosidad de 

la consumidora y, a la postre, su exigibilidad, son elementos que solamente pueden establecerse 

con prueba idónea y fehaciente. Es esta prueba la que determina, para el administrado, un grado 

de certeza sobre la intervención de la Administración Pública en su esfera de derechos, 

legitimándose, con ello, el ejercicio de las potestades administrativas de cobro. 

En conclusión, en el presente caso, el INPEP no demostró en el procedimiento 

administrativo desarrollado ante el TSDC, ni ha demostrado ante esta Sala, con los medios de 

prueba idóneos y conducentes, la existencia de la deuda contractual a cargo de la señora Rosa 

Evelina S., su estado de cumplimiento, ni la supuesta morosidad en el pago de la obligación. 

Además, dicha institución no ha proporcionado —en sede administrativa y en la 

jurisdiccional— el documento que evidencie la calidad de fiador del señor Arnoldo Jesús M. G. y 

la autorización expresa de éste para realizar descuentos dirigidos a su pensión por el préstamo 

realizado con la consumidora. 

En suma, en el presente caso, el INPEP carece de sustento probatorio que legitime el 

ejercicio de sus facultades de cobro. 

B. En esta misma línea argumentativa, corresponde en este punto pronunciarse sobre la 

aseveración del INPEP relativa a que, al emitir la actuación impugnada, “(...) el Tribunal 

Sancionador declara la prescripción [de la supuesta obligación de pago de la señora Rosa 

Evelina .] siendo ésta una autoridad administrativa (...)” (folio 42 frente). 

Al respecto, esta Sala puntualiza lo siguiente: 

Del examen del contenido de las resoluciones impugnadas (folios 48 al 53, 55, y 70 al 72 

del expediente administrativo), esta Sala advierte la inexistencia de una declaración de 

prescripción de la obligación de pago de la señora Rosa Evelina S. y del señor Arnoldo Jesús M. 

G., respecto del crédito contratado con el INPEP. 

Para ello, basta relacionar los pasajes pertinentes de las resoluciones impugnadas: 

«Aceptado que las obligaciones prescritas tienen el carácter de naturales, compartimos 

en este punto opiniones como la de Claro Solar y de Pothier, en el sentido que la ley no exige 



como requisito la sentencia judicial para que la obligación civil, extinguida por la prescripción, 

se convierta en una obligación natural (...) A partir del marco doctrinario expuesto en párrafos 

anteriores puede señalarse que, consta en el presente caso, que la acción promovida contra el 

Instituto Nacional de Pensiones de los Empleados Públicos, es la derivada de un préstamo 

personal, cuyo último pago fue efectuado el doce de noviembre de mil novecientos ochenta y 

siete, y que la consumidora se encontraba en mora ese mismo año, es decir, que es en esa fecha, 

a partir de la cual se tiene conocimiento,, que comenzó a correr el plazo de la prescripción, pues 

esta tiene lugar a partir del momento en que nace el derecho del acreedor para ejercer las 

acciones derivadas del incumplimiento de la obligación. Consecuentemente, siendo que el 

Instituto Nacional de Pensiones de los Empleados Públicos envió una carta haciendo del 

conocimiento de la mora pendiente a la consumidora, en mayo de dos mil nueve, esto es, cuando 

ya habían transcurrido veintiún años y seis meses desde la fecha en que la consumidora efectuó 

el último pago, el término para ejercer dicha acción de cobro ya había prescrito. De modo que, a 

la fecha de la denuncia, la deuda existente entre la señora Rosa Evelina S. y el Instituto Nacional 

de Pensiones de los Empleados Públicos estaba prescrita, por haber transcurrido más de veinte 

años, tal obligación tenía el carácter de natural y, por tanto, no daba derecho al proveedor a 

exigir su pago (...) Por tanto, se concluye que el Instituto Nacional de Pensiones de los 

Empleados Públicos no tiene derecho de exigir el cumplimiento de obligaciones prescritas, dado 

que las mismas no tienen carácter civil, sino de naturales» (Resolución de las diez horas 

cincuenta minutos del ocho de febrero de dos mil diez —primer acto impugnado—. Folio 52 

frente y vuelto del expediente administrativo). 

«Respecto de lo anterior, se ha explicado en la resolución final que este Tribunal estima 

que las obligaciones prescritas tienen el carácter de natural y no requieren del requisito de una 

sentencia judicial para que la obligación civil, extinguida por la prescripción, se convierta en 

una obligación natural. Consecuentemente, nuestro Código Civil, en su Art. 1341 numeral 2°, 

incluye las obligaciones civiles extinguidas por prescripción entre los casos de aquellas que no 

confieren derecho para exigir su cumplimiento» (Resolución de las ocho horas cincuenta y cinco 

minutos del veintitrés de abril de dos mil diez —segundo acto impugnado—. Folio 55 vuelto del 

expediente administrativo). 

«A partir del marco doctrinario expuesto, puede señalarse que, si bien la peticionaria 

hace referencia a la necesidad de declarar judicialmente la prescripción y fundamenta sus 



alegaciones sobre la base de autores como Alessandri; omite mencionar que el mismo autor hace 

referencia a Claro Solar quien sostiene que “ni la ley ni Pothier, al cual nuestro Código Civil 

siguió, exigen la sentencia judicial para que la obligación extinguida por la prescripción se 

convierta en una obligación natural.” Y que tal como se señaló en los párrafos anteriores, este 

Tribunal comparte el mismo criterio. Pues, solamente se exige el transcurro (sic) de cierto lapso 

de tiempo, durante el cual no se hayan ejercido ciertas acciones, para que la obligación civil, se 

convierta en natural» (Resolución de las ocho horas cincuenta y cinco minutos del veinticinco de 

mayo de dos mil diez —tercer acto impugnado—. Folios 70 vuelto al 71 frente del expediente 

administrativo). 

Como se advierte, el TSDC no ha declarado la prescripción de ninguna obligación, más 

bien, aferrándose a una posición doctrinaria relativa a la exigibilidad de las obligaciones naturales 

—citando a los autores Luis Claro Solar y Pothier—, ha concluido que, en el presente caso, el 

INPEP no estaba habilitado para ejercer un descuento directo en la pensión del supuesto fiador de 

la deudora principal. 

Tomando en cuenta los argumentos esgrimidos por las partes con relación a la 

prescripción, debe precisarse que el INPEP, a pesar de que habían transcurrido más de veinte 

años sin ejercer actos encaminados a exigir el pago de la deuda, cobró de manera coactiva al 

señor Arnoldo Jesús M. G., realizando un descuento de la pensión a que éste tenía derecho y que 

le pagaba el mismo INPEP. 

La vía utilizada por el INPEP para realizar el cobro no permitió que el señor M. G. 

pudiera oponer ninguna excepción alegando la prescripción y evitar así la materialización del 

cobro. Por lo que, habiendo transcurrido el tiempo para que la acción prescribiera, realizó un 

cobro coactivo de manera indebida. 

El mismo INPEP señala en su demanda que la prescripción debe ser alegada por quien 

pretenda beneficiarse de ella, ante el juez competente, sin embargo, en el presente caso la vía de 

cobro utilizada no permitía al señor M. G. defenderse en los términos antes expresados, sobre 

todo si se tiene en cuenta que el INPEP tomó fondos que se encontraban en su patrimonio y que 

correspondía pagar al señor M. G., en concepto de pensión. 

Finalmente, debe tenerse en cuenta que, objetar la procedencia o no, en razón del tiempo, 

de la exigibilidad de pago contra la señora Rosa Evelina S., por el crédito contraído con el 

INPEP. Tal como se dijo con anterioridad, el INPEP no probó debidamente en sede 



administrativa, la existencia de la obligación en virtud de la cual efectuó el cobro al señor 

Arnoldo Jesús M. G. 

VII. El artículo 18 letra c) de la LPC establece: “Queda prohibido a todo proveedor: 

(...) Efectuar cobros indebidos, tales como cargos directos a cuenta de bienes o servicios que no 

hayan sido previamente autorizados o solicitados por el consumidor. En ningún caso el silencio 

podrá ser interpretado por el proveedor como señal de aceptación del cargo de parte del 

consumidor (...)” 

Según lo manifestado por esta Sala en sentencia definitiva emitida a las ocho horas y tres 

minutos del día seis de noviembre de dos mil trece, en el proceso bajo referencia 305-2010, los 

cobros indebidos se configuran, entre otros supuestos: “(...) cuando se efectúa un cobro sin el 

respaldo que lo legitime para realizarlo. (...)75 

Como se ha establecido en los apartados anteriores, en el caso sub judice, el INPEP no 

comprobó de manera debida en sede administrativa, la existencia de la obligación; y, por otra 

parte, cobró al señor Arnoldo Jesús M. G. de una manera coactiva y a pesar que había 

transcurrido el tiempo necesario para la prescripción. 

Por todo lo expresado, se concluye que no existen los vicios de ilegalidad invocados por 

el INPEP respecto de la actuación administrativa impugnada. 

VIII. Finalmente, es oportuno señalar que, con anterioridad, la Sala de lo Contencioso 

Administrativo ha resuelto conflictos jurídicos entre el INPEP y el TSDC que han tenido a su 

base la imposición de sanciones administrativas por la infracción prevista en el artículo 44 letra 

e), en relación con el artículo 18 letra c), ambos de la LPC. 

Tales casos son los procesos contencioso administrativos bajo referencias 53-2011 y 210-

2011. En los mismos el INPEP figuró como demandante y el TSDC como autoridad demandada. 

Ahora bien, en el primer caso —proceso 53-2011—, la Sala determinó la ilegalidad de la 

actuación impugnada sobre la base del principio de tipicidad en la configuración de infracciones 

administrativas y la prueba sobre la existencia de la relación contractual y obligación de pago, 

estableciendo claramente que “(...) no se [pronunciaría] en lo relativo a la prescripción por no 

corresponder al fondo de la controversia que es la multa (...)” y que tuvo constancia de 

elementos probatorios tales como “(...) Estados de Cuenta, Orden de Descuento, consulta de 

movimientos de cuenta, Contrato de Mutuo entre el INPEP y el consumidor, agregados al 

expediente administrativo (...)” (sentencia definitiva de las once horas nueve minutos del ocho de 



noviembre de dos mil trece). 

En el segundo caso —proceso 210-2011—, la Sala determinó, entre otros elementos, que 

“(...) en ninguna parte del procedimiento administrativo consta que se le haya descontado de la 

pensión el monto adeudado, al señor Blanco Regalado”; adicionalmente estableció que “(...) de 

la revisión del expediente administrativo se constató la existencia de la relación contractual y la 

existencia de la deuda (...)” (sentencia definitiva de las ocho horas treinta y dos minutos del trece 

de abril de dos mil quince). 

Como se advierte, los criterios sentados con anterioridad, en relación a la exigibilidad de 

las obligaciones de pago a favor del INPEP, fueron emitidos sobre la base de supuestos fácticos y 

jurídicos diferentes a los del presente caso, pues, tal como se expresa en las sentencias definitivas 

de los procesos 53-2011 y 210-2011, en tales casos se comprobó la existencia de la relación 

contractual entre el consumidor y el INPEP, y, además, la existencia de la deuda. 

Por ende, dichos pronunciamientos no inciden en la decisión del presente caso, pues, tal 

como se ha establecido supra, el INPEP carece de sustento probatorio contundente que lo habilite 

para ejercer acciones de cobro contra la señora Rosa Evelina S. y el señor Arnoldo Jesús M. G. 

IX. FALLO 

Por tanto, con base en los artículos 18 letra c) de la Ley de Protección al t. Consumidor, 

216, 217 y 218 del Código Procesal Civil y Mercantil y 31, 32, 33 y 53 de la Ley de la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa, a nombre de la República esta Sala FALLA: 

1) Declárase que no existen los vicios de ilegalidad invocados por el Instituto Nacional de 

Pensiones de los Empleados Públicos (INPEP), en los siguientes actos administrativos: 

a. Resolución de las diez horas cincuenta minutos del ocho de febrero de dos mil diez, 

mediante la cual el Tribunal Sancionador de la Defensoría del Consumidor sancionó al Instituto 

Nacional de Pensiones de los Empleados Públicos, con una multa de cuatrocientos dólares de los 

Estados Unidos de América, ($400.00), equivalentes a tres mil quinientos colones (¢3,500.00), 

por el cometimiento de la infracción prevista en el artículo 44 letra e), en relación con el artículo 

18 letra c), ambos de la Ley de Protección al Consumidor; acto administrativo objeto de 

aclaración por medio de la resolución de las ocho horas cincuenta y cinco minutos del veintitrés 

de abril de dos mil diez. 

b. Resolución de las ocho horas cincuenta y cinco minutos del veinticinco de mayo de 

dos mil diez, mediante la cual el Tribunal Sancionador de la Defensoría del Consumidor declaró 



sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto contra el acto administrativo relacionado en la letra 

anterior. 

2) Condénase en costas a la parte actora conforme al Derecho común. 

3) En el acto de notificación, entréguese certificación de esta sentencia a las partes y a la 

representación fiscal. 

4) Devuélvase el expediente administrativo a su oficina de origen.  

NOTIFÍQUESE.- 

 

 

DAFNE S.-----------DUEÑAS------------P. VELASQUEZ C.------- S. L. RIV. MARQUEZ---------

PRONUNCIADA POR LAS SEÑORAS MAGISTRADAS Y EL SEÑOR MAGISTRADO QUE 

LA SUSCRIBEN.-------ILEGIBLE------ SRIO.----------RUBRICADAS. 


